TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, diecisiete de septiembre de dos mil nueve.


Acta No. 474 del 17 de septiembre de 2009.


Expediente 66001-22-13-003-2009-00090-00

Procede la Sala a decidir en primera instancia la acción de tutela que instauró por medio de apoderado judicial la señora Lida Esperanza Rodríguez  Correa, como representante legal del Banco comercial AV Villas, contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados los señores Rodrigo y Rolando Ramírez León y el Juzgado Quinto Civil Municipal de esta misma ciudad.

A N T E C E D E N T E S

Los hechos de la demanda pueden resumirse así:

.- Ante el Juzgado Quinto Civil Municipal local se tramitó proceso ordinario promovido por los señores Rodrigo y Rolando Ramírez León contra  el Banco Comercial AV Villas S.A. en el que solicitaron la revisión del contrato de mutuo que suscribieron, ante las circunstancias extraordinarias,  imprevistas e imprevisibles posteriores a su celebración. En consecuencia, se declare que hubo cobro en exceso por intereses, se ordene la devolución de la suma de $11.254.470 y el valor que corresponda a la sanción; que la obligación se encuentra cancelada desde febrero de 2006 porque en relación con un préstamo por $11.200.00 se han pagado $46.854.459; se ordene al banco suscribir la escritura por medio de la cual se levante  la hipoteca y devolver el pagaré. También, se dispusiera que el monto del alivio por $4.879.441 no es el que autoriza la ley 546 de 1999, ya que ha debido serlo por $11.843.274. 

.- El funcionario de primera instancia, mediante sentencia proferida el 30 de enero de este año, negó las pretensiones con fundamento en la no existencia de prueba pericial idónea que sirva de soporte a las pretensiones de la demanda, pero esa decisión fue revocada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito que conoció del recurso de apelación que interpusieron los demandantes, mediante fallo del 18 de mayo siguiente y ordenó a la entidad demandada devolver a los demandantes la suma de $7.846.829 por concepto de exceso cobrado  y $4.156.000 por concepto de intereses, para un total de $12.0002.829 sin que haya lugar a imponer la sanción  a que se refiere la ley 45 de 1990; declaró no probadas las excepciones propuestas y condenó a la demandada a pagar las costas causadas. 

.- En esa providencia incurrió la funcionaria accionada en vía de hecho por defectos fáctico y sustantivo que  lesionan el derecho fundamental al debido proceso.  Aduce que las experticias practicadas evidencian los yerros de los peritos en cuanto a las metodologías, plan de amortización y tasas de interés al aplicar la Ley 546 de 1999, las circulares y resoluciones correspondientes, incurriendo en errores de concepto, desconocimiento de las condiciones del crédito, de los principios de matemáticas financieras de uso general y de las instrucciones y normas que han regido los procesos de reliquidación de los créditos destinados  a la financiación de vivienda otorgados en un sistema de valor constante, errores que puso de presente el apoderado del Banco al contestar la demanda y al sustentar la apelación interpuesta por los demandantes.

.- Acreditado como estaba que el Banco AV Villas celebró y ejecutó el contrato de mutuo de conformidad con la normatividad vigente y que el alivio que se otorgó a los demandantes se ajustó a la Ley 546 de 1999 y a la Circular 007 de 2000, ha debido confirmarse la sentencia de primera instancia.

.- La vía de hecho se hace más ostensible porque el Juzgado accionado  no realizó un análisis ponderado de las pruebas que obran en el proceso y especialmente los peritajes en cuanto a su firmeza, precisión y calidad hasta el punto de permitir que su labor en la interpretación de la situación fáctica y jurídica fuera sustituida por los peritos, desbordando por tanto éstos últimos su órbita como auxiliares de la justicia.

Considera vulnerado el derecho fundamental a un debido proceso y solicita se deje sin valor ni efecto la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito el 18 de mayo de 2009 y se ordene a la titular de ese juzgado decidir el recurso de apelación, para lo cual deberá realizar un análisis ponderado  de todas las pruebas obrantes en el proceso y las alegaciones de las partes y en especial valorar los dictámenes presentados conforme a su firmeza, precisión y calidad.

La demanda fue admitida por auto del 4 de septiembre último, providencia en la que se ordenó vincular a los señores Rodrigo y Rolando Ramírez León; posteriormente al Juzgado Quinto Civil Municipal de esta ciudad.

Sólo se pronunció el señor Rodrigo Ramírez León, por medio de apoderado que designó para el efecto. Aduce que la tutela es temeraria porque se acude a ella como a una tercera instancia, toda vez que el banco demandante tuvo oportunidad de pedir  aclaración o complementación de la sentencia y no lo hizo; que esa entidad infringió el artículo 243 de la Constitución Nacional y la Ley 546 de 1999; que no es posible desconocer la existencia de factores imprevisibles  y extraordinarios que el juzgado reconoció; que se respetó el derecho de defensa y se le otorgó la oportunidad para controvertir los dictámenes periciales y el juzgado no aceptó el que presentó contador de la entidad por no ser un auxiliar de la justicia; que al formular la respectiva acción no se específica en que consistió la vía de hecho alegada y que no existe perjuicio irremediable al ordenarse la devolución de las sumas que cancelaron en exceso. Considera que no se violó el debido proceso y solicita se condene al accionante a pagar los perjuicios causados con una acción infundada. 

C O N S I D E R A C I O N E S

El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Nacional, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, ha enseñado que el amparo resulta procedente cuando se incurra en una vía de hecho, concepto que se ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia:

“Por su parte, las causales especiales de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones judiciales, respecto de las cuales, solamente es necesario la configuración de una de ellas, la Corte determinó que son: (i) el defecto material o sustantivo, que se configura cuando la decisión judicial objeto de reproche, se apoya en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión; (ii) el defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que profirió la providencia impugnada, carece de competencia; (iii) el defecto procedimental, que se origina cuando el funcionario judicial dicta la decisión, apartado completamente del procedimiento dispuesto en el ordenamiento jurídico; (iv) el defecto fáctico, surge cuando el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado; (v) el error inducido, que se presenta cuando el juez fue víctima de un engaño por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una decisión que afecta derechos fundamentales; (vi) la decisión sin motivación, cuando la decisión carece de fundamentos fácticos y jurídicos, en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la legitimidad de su órbita funcional; (vii) el desconocimiento del precedente, que se presenta, verbi gratia, cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho alcance y (viii) la violación directa de la Constitución”
. 

La procedencia de la tutela frente a decisiones judiciales, en razón al principio de la autonomía judicial, está pues supeditada a la configuración de alguna de las circunstancias mencionadas. Solo en eventos de esa naturaleza puede el juez constitucional modificar una decisión judicial con el fin de  garantizar el respeto a los derechos fundamentales. 

Conforme a los argumentos planteados en el escrito con el que se promovió la acción, encuentra la parte demandante la lesión a sus derechos fundamentales en la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Civil del Circuito local que  la condenó a devolver a los señores Rodrigo y Rolando Ramírez León la suma de $12.002.289 que en virtud del contrato de mutuo que celebraron, cancelaron de más.  

Es necesario entonces establecer si la determinación adoptada por la funcionaria accionada se configura en una actuación arbitraria, carente de todo viso de legalidad que justifique la intervención del juez constitucional.

Con la inspección judicial practicada en el curso de esta instancia quedaron demostrados los siguientes hechos:

.- La demanda con la que se inició el proceso en el que encuentra el banco demandante la lesión a sus derechos se presentó para el respectivo reparto el 10 de noviembre de 2006; su conocimiento correspondió al Juzgado Quinto Civil Municipal de Pereira y a ella se aportaron como pruebas,  entre otros documentos, copia inauténtica de la escritura pública No. 3.090 del 13 de octubre de 1994, otorgada en la Notaría Quinta del Circulo de Pereira, por medio de la cual los señores Rodrigo y Rolando Ramírez León adquirieron el inmueble con matrícula inmobiliaria No. 296-0050464 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Santa Rosa de Cabal y constituyeron hipoteca a favor de la Corporación de Ahorro y Vivienda Las Villas y un informe que contiene análisis financiero del crédito otorgado a los demandantes, del que se anuncia elaboró el abogado José Geovany Pinto Osorio, pero que no suscribe persona alguna.

.- Trabada la relación jurídica procesal, la entidad crediticia dio respuesta al libelo en escrito en el que se opuso a las pretensiones y formuló excepciones de fondo. Además aportó como pruebas de los hechos objeto de controversia copia auténtica de la escritura pública relacionada en el párrafo anterior; un cuadro sin firma alguna que contiene el tope de los intereses de usura; documentos relativos al crédito otorgado a los demandantes; un informe para objetar la liquidación presentada como prueba por los demandantes, elaborada por  María Ivette Osorio Arévalo, profesional en matemática pura, con especialización en finanzas, como se presentó en documento anexo y oficio que remite al Presidente de la entidad demandada en la ciudad de Bogotá, la Superintendencia Bancaria.

.- Mediante proveído del 25 de junio de 2007 se decretaron las pruebas solicitadas por las partes y entre ellas un dictamen pericial para establecer los hechos sobre los que versó la controversia, relacionados con los pagos excesivos que adujeron haber realizado los demandantes con motivo del contrato de mutuo que celebraron con la demandada.

.- En la oportunidad concedida para el efecto, la parte demandada solicitó su ampliación y aclaración, producidas las cuales lo objetó por error grave.

.- Con motivo del incidente que al efecto se abrió, se practicó un nuevo experticio, del que también se dio traslado a las partes para que pidieran su aclaración o complementación, lo que solicitó el Banco AV Villas y presentadas, mostró nuevamente su inconformidad con el trabajo por presentar errores graves.

.- Vencido en silencio el término concedido a las partes para alegar, se dictó la sentencia de primera instancia en la que se negaron las   pretensiones, el 30 de enero de 2009. Esa decisión fue  revocada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de la ciudad mediante fallo del 18 de mayo del mismo año.

Estima el peticionario que incurrió la funcionaria citada en vía de hecho por defecto fáctico porque no realizó un análisis ponderado de todas las pruebas que obran en el proceso y especialmente los dictámenes rendidos por peritos que lo sustituyeron en la interpretación dela situación fáctica y jurídica.

Como lo enseña en su jurisprudencia la Corte constitucional, la  facultad del juez para formar libremente su convencimiento no es objeto de revisión por vía de tutela, a menos que se esté en presencia de una que resulte ostensiblemente arbitraria y que además incida directamente en la decisión:

“5.8.3. Defecto fáctico, se origina cuando el supuesto legal del cual se deriva la decisión arbitral no tiene sustento en el material probatorio allegado al proceso; o de manera arbitraria se niega la práctica de las pruebas necesarias para llegar a una decisión en derecho. 

“Sobre el particular, en la Sentencia T-972 de 2007, este tribunal consideró:

“En cuanto al defecto fáctico ha sostenido esta corporación que tiene lugar ‘cuando resulta evidente que el apoyo probatorio en que se basó el juez para aplicar una determinada norma es absolutamente inadecuado...’
. Y ha aseverado de igual manera, que la acción de tutela únicamente procede cuando se hace manifiestamente irrazonable la valoración probatoria hecha por el juez en su providencia. Así, ha indicado que ‘el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia...’
. 

“La Corte ha identificado dos dimensiones en las que se presentan defectos fácticos: Una dimensión negativa que ocurre cuando el juez niega o valora la prueba de manera arbitraria, irracional y caprichosa
 u omite su valoración
 y sin razón valedera da por no probado el hecho o la circunstancia que de la misma emerge clara y objetivamente
. Esta dimensión comprende las omisiones en la valoración de pruebas determinantes para identificar la veracidad de los hechos analizados por el juez
. Y una dimensión positiva, que se presenta generalmente cuando el juez aprecia pruebas esenciales y determinantes de lo resuelto en la providencia cuestionada que no ha debido admitir ni valorar porque, por ejemplo, fueron indebidamente recaudadas (C.P., art. 29) o cuando da por establecidas circunstancias sin que exista material probatorio que respalde su decisión, y de esta manera vulnere la Constitución
…”

De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente en el proceso, o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso las interpreta de manera  errada o las valora no obstante ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

De acuerdo con el principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas obligatorias al valorarlas.

Pero para la prosperidad de la acción de tutela por defecto fáctico contra una sentencia judicial en firme, se requiere que el error en la apreciación probatoria sea “de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisara de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia”

Surge de la sentencia proferida por la juez demandada que ésta sustentó su decisión en un dictamen pericial, prueba calificada a la que debe acudir el juez de acuerdo con el artículo 233 del Código de Procedimiento Civil para verificar hechos que interesan al proceso y que requieran especiales conocimientos científicos, técnicos o artísticos.

A esa prueba concedió mérito demostrativo después de considerar que el primer dictamen practicado no se ajustaba a las disposiciones de las circulares externas 007 y 085 de 2000.

Ese peritaje contiene conceptos financieros especializados, ajenos al saber de la funcionaria accionada; las conclusiones que consigna aparecen debidamente motivadas; fue regular y legalmente practicado y se otorgó a las partes la oportunidad de controvertirlo, razón por la cual tiene valor probatorio y podía ser apreciado por el juzgado, como en efecto lo hizo, de acuerdo con las reglas previstas por el legislador para tal cosa, sin que las inconformidades que plantea el impugnante frente a las conclusiones que contiene y que lo desfavorecen, puedan constituir motivo que justifique conceder el amparo porque sus argumentos fueron expuestos a lo largo del proceso y no encontraron eco en la sentencia.

Y aunque no puede desconocer la Sala que en el proceso obran otras pruebas que no fueron valoradas, esa omisión no modificaría el sentido de la decisión porque es la prueba pericial en este caso la idónea para demostrar los hechos que fueron objeto de debate, ya que la naturaleza del conflicto suscitado requería para su decisión conocimientos especializados, de los que carece el juez, y para los cuales es esa clase de prueba la que autoriza la ley.

Ni siquiera una valoración de los informes técnicos que se aportaron con la demanda y la contestación alterarían el sentido de la decisión, toda vez que ambos son contradictorios y en eventos como esos, la obligación del juez, impuesta por el artículo 18 de la Ley 794 de 2003 que modificó el 183 del Código de Procedimiento Civil, es la de decretar un dictamen pericial y en esta clase de prueba, como se ha indicado, se fundamentó la sentencia en la que encuentra el demandante la lesión de su derecho a un debido proceso.

En conclusión, no puede afirmarse que la juez demandada haya  incurrido en vía de hecho por defecto fáctico, ya que la providencia que dictó se soportó en un dictamen pericial legal y oportunamente practicado dentro del proceso, como prueba de la objeción por error grave que el banco aquí accionante formuló contra el inicialmente practicado y después de señalar los motivos por los que de éste se apartaba.

Esa valoración no puede considerarse arbitraria ni caprichosa y por ende, se concluye con seguridad que no se desconoció el principio de legalidad que justifique la intervención del juez constitucional,  pues la tutela, de acuerdo con la cita jurisprudencial que se ha traído a esta sentencia, no procede contra decisiones judiciales a no ser que el funcionario hubiese incurrido en una vía de hecho que afecte el debido proceso, lo que aquí no aconteció.

Tampoco puede considerarse que incurrió la funcionaria en defecto sustantivo, que de acuerdo con la misma jurisprudencia, se configura cuando la decisión judicial supuestamente lesiva del derecho a un debido proceso se apoya en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión, porque no indicó el tutelante cuáles fueron esas disposiciones, ni en qué forma fueron aplicadas e interpretadas como para considerar perfeccionada la vía de hecho y de la lectura del respectivo fallo situación como esa no resulta evidente.

En consecuencia, se declarará improcedente la tutela reclamada, sin que haya lugar a imponer condena por perjuicios a la entidad demandante porque no se dan las circunstancias previstas por el artículo 25 del Decreto 2591 de 1991 para adoptar determinación como esa.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley, 

R E S U E L V  E  :

PRIMERO.- Declarar improcedente la acción de tutela promovida por el Banco AV Villa S.A. contra el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Juzgado Quinto Civil Municipal de la misma ciudad y los señores Rodrgo y Rolando Ramírez León. 

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- En caso de no ser impugnada esta sentencia, remítase el expediente a la Corte Constitucional, para su eventual revisión.


Cópiese, notifíquese y cúmplase


Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

 



GONZALO FLÓREZ MORENO
     




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO


�	  Sentencia T-018 de 2009, MP. Jaime Araújo Renteria 


�	 Ver Sentencia T-567 de 1998.


�	 Ibidem


�	 Ibidem


�	 Cfr. sentencia T-239 de 1996. Para la Corte es claro que, “cuando un juez omite apreciar y evaluar pruebas que inciden de manera determinante en su decisión y profiere resolución judicial sin tenerlas en cuenta, incurre en vía de hecho y, por tanto, contra la providencia dictada procede la acción de tutela. La vía de hecho consiste en ese caso en la ruptura deliberada del equilibrio procesal, haciendo que, contra lo dispuesto en la Constitución y en los pertinentes ordenamientos legales, una de las partes quede en absoluta indefensión frente a las determinaciones que haya de adoptar el juez, en cuanto, aun existiendo pruebas a su favor que bien podrían resultar esenciales para su causa, son excluidas de antemano y la decisión judicial las ignora, fortaleciendo injustificadamente la posición contraria”.


�	 Ver Sentencia T-576 de 1993.


�	 Ver, por ejemplo, la ya citada sentencia T-442 de 1994.


�	 Ver Sentencia T-538 de 1994.


�	 Sentencia T-58 de 2009, MP:. Jaime Araújo Renteria


�	Sentencia T-567 de 1998, T-636 de 2006 y 130 de 2009 entre otras







